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(Sin corregir) 


Preside: Señor Representante Gustavo A. Espinosa. 


Miembros: Señoras Representantes Orquídea Minetti y Daniela Payssé y señor 
Representante Gonzalo Novales. 


Invitados: Señor Presidente del Sindicato Único de Trabajadores del INAU, José 
Lorenzo López, acompañado de las señoras Tatiana Antúnez y Alicia Bello 
y del señor Carlos Salaberry. 


Señor Jefe de Departamento de Relaciones Internacionales de la Cámara 
de Representantes, Oscar Piquinela. 


PE 


SEÑOR PRESIDENTE (Espinosa).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Antes de recibir a nuestros invitados tenemos que resolver si la primera semana de 
junio vamos a recibir a la delegación que presentó el Examen Periódico Universal sobre 
situación de derechos humanos en el país. 


SEÑORA PAYSSÉ.- En el mismo sentido, Uruguay ha sido declarado sede de un 
seminario internacional organizado por la Unión Interparlamentaria sobre el que vamos a 
tener información en esta misma sesión por parte del señor Piquinela. Creo que amerita 
que la Comisión de Derechos Humanos tenga esa actividad en su agenda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 

(Se vota) 

———Cuatro por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

(Ingresa a Sala una delegación del Sindicato Único de Trabajadores del INAU) 


——La Comisión de Derechos Humanos da la bienvenida a la delegación del 
Sindicato Unico de Trabajadores del INAU integrada por su Presidente, el señor José L. 
López, las señoras Tatiana Antúnez y Alicia Bello y el señor Carlos Salaberry. 


El motivo de la invitación es conocer sobre los hechos ocurridos el día 20 que fueron 
recogidos por la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo y 
que culminó en una denuncia penal sobre presuntos malos tratos en un Hogar de la 
Colonia Berro. Independientemente de esto, los invitados tienen la libertad de expresar lo 
que deseen sobre los hechos. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Quiero hacer una aclaración. 


Como conversamos previamente, se trata de una iniciativa del señor Presidente que 
no está focalizada en un hecho puntual, sino que va en línea con un informe de la 
Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo que no habla de una 
situación en particular. Cuando el señor Presidente nos comunicó que tuvo esta iniciativa 
nos pareció correcto, pero queremos analizarlo globalmente y no en función de un hecho 
específico. 


Reitero que el Presidente tiene la potestad de convocar, pero a mi juicio la 
convocatoria debe ser más abarcativa y no estar circunscripta a un hecho puntual. 


SEÑOR LÓPEZ.- Agradecemos que nos hayan convocado. Hace bastante tiempo 
que no participamos en esta Comisión. La última vez que nos convocaron, hace más de 
un año, tuvimos dificultades y no nos pudimos reunir. Por lo tanto, retomar este contacto 
para nosotros es muy saludable. 


En cuanto a la convocatoria del señor Presidente, debo decir que me parece que 
hay algún error de apreciación, porque el informe de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos y Defensoría del Pueblo es previo a la situación que se dio el día 20. Lo que 
sucedió ese día fue una situación complicada, que no escapa a los hechos que se 
pueden dar dentro de la institución. Por suerte, desde hace un tiempo este tipo de hechos 
sucede menos que antes, producto de un cambio importante en la gestión. De todos 
modos, no deja de ser preocupante que ocurran estos hechos. A nosotros nos llama la 
atención -por eso sacamos una declaración- que muchas veces se pega muy fuerte al 
conjunto de trabajadores del INAU, pero cuando hay compañeros lastimados y agredidos 
-por suerte no fueron heridas de gravedad, aunque una compañera tuvo una contusión 
muy importante- sentimos que no tiene la debida trascendencia. 
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No obstante, sabemos que estos hechos se pueden dar cuando se trabaja en una 
institución como el INAU, y particularmente en el Sirpa. Hay situaciones de violencia que 
a veces se dan como producto de las condiciones de trabajo y de la situación complicada 
que existe. Para hacerlo un poco más abarcativo, como plantearon la señora Diputada 
Payssé y el señor Presidente, nos gustaría dejar sentadas algunas cuestiones que nos 
parece importante aclarar, porque esto ha tomado un estado público muy importante y no 
todo lo que trasciende en la prensa es reflejo de la realidad. 


Para nosotros ha sido un avance muy importante en democracia la instalación de la 
Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo. Creemos que es 
absolutamente válido que a nivel gubernamental haya una Institución que tenga un 
contralor en materia de derechos humanos. Además, conocemos y respetamos a todos 
sus integrantes no solo por la trayectoria que tienen dentro de la Institución sino por la 
anterior. Somos muy respetuosos de sus trayectorias, pero también tenemos algunas 
diferencias con el contenido del informe que se presentó porque entendemos que no 
refleja la realidad o que, por lo menos, es parcial en función de cómo se elaboró. Si no se 
ve como una foto y sí como una película que tiene secuencias anteriores, se puede 
desprender que ha habido avances sustanciales dentro de la Administración, pero 
lamentablemente lo que trascendió del informe -cuando supuestamente iba a ser 
reservado- fueron aquellas cosas que a la prensa le convienen para sacar rédito. 


Como tenemos algunos matices con el informe, emitimos una declaración 
planteando al Directorio del INAU que se invitara a la Institución Nacional de Derechos 
Humanos y Defensoría del Pueblo a que se instalara directamente dentro de los servicios 
de la Colonia Berro -por supuesto, con una oficina y con las debidas garantías- para que 
observara la realidad que se vive, porque creemos que difiere mucho de la que se reflejó 
en el informe pero, fundamentalmente, de lo que trascendió públicamente. 


Hace algunos años veníamos casi permanentemente a esta Comisión y a otras del 
Parlamento reclamando mejores condiciones para la atención de adolescentes privados 
de libertad y mejores condiciones de trabajo para nuestros compañeros. En aquel 
momento se vivía una situación muy compleja, porque había muchas fugas por año, 
motines, trabajadores lastimados, compañeros tomados de rehenes en más de un motín, 
con todas las consecuencias que esto dejó y que aún algunos compañeros las sufren. 
Algunos aspectos que reclamábamos han sido cumplidos, como el ingreso de más 
personal, la definición de programas más concretos que abarcaran lo socioeducativo y, 
sobre todo, lo más importante era que se realizaran cambios en la infraestructura edilicia 
de la institución. 


A partir de la instalación de la nueva Administración esas cosas empezaron a 
cambiar. A principios de la nueva Administración con la Gerencia de Jorge Jouroff, 
posteriormente con el señor Rolando Arbesún, y más adelante con la señora Paula 
Cores, y con algunos de los integrantes que hoy conforman la Comisión Delegada, se ha 
avanzado de manera importante en algunas cuestiones. No estamos en un nivel óptimo, 
pero no podemos desconocer que no se viven las situaciones que se daban antes. Por 
supuesto, esto es producto de las políticas institucionales que se han planteado pero 
fundamentalmente, desde nuestro punto de vista, del gran compromiso que han asumido 
los trabajadores para llevar adelante todos esos programas. Si bien no tenemos las 
mejores condiciones de trabajo, se ha generado otro ambiente laboral, fruto -reitero- de 
algunas políticas que se han planteado y de la iniciativa de los trabajadores y de muchos 
equipos de Dirección de los diferentes centros. 


En ese sentido, los programas que se han creado ayudaron mucho a mejorar la 
institución. Las compañeras que además de ser dirigentes sindicales trabajan en esos 
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programas, los explicarán. A través del Programa de Inserción Social Comunitaria ha 
habido un avance importante en cuanto a oportunidades para los gurises privados de 
libertad. Asimismo, ha habido un avance sustancial a nivel educativo. Por ejemplo, más 
de la mitad de los chiquilines internados en los centros de privación de libertad están 
participando de clases de Secundaria y otros de Primaria. Esto en la institución nunca se 
hizo como actualmente, de forma masiva. Quiere decir que la situación, desde el período 
anterior de Gobierno, ha venido mejorando sustancialmente. No significa que estemos en 
un nivel óptimo, porque ha habido demora en las construcciones edilicias, pero hay que 
decir que ha habido un avance importante en otros aspectos de la gestión institucional 
por parte de la Administración. 


Estamos convencidos de que la salida para esta institución tiene que ver con seguir 
desarrollando estos proyectos que se vienen aplicando y que le han cambiado la cara, 
fundamentalmente al Sistema de Responsabilidad Penal Adolescente. 


Queremos ser enfáticos en algunas cuestiones que trascendieron en la prensa. Nos 
hemos preocupado por obtener algunos números que nos parecen importantes. El Sirpa 
cuenta con mil trescientos cuarenta funcionarios. Cuando ocurrían aquellas situaciones 
complejas que conté hace un momento, el Sirpa -antes Semeji o el Interj- contaba con no 
más de seiscientos funcionarios. Aunque la población era mucho menor, en aquel 
momento criticamos la posición de los jerarcas que estaban en la Administración, porque 
avalaban que la válvula de escape del sistema fuera la fuga. Evidentemente, sabíamos 
que se iba a generar una situación compleja, pero esa situación ha cambiado. 


Además, no debemos olvidar que el año pasado este Parlamento tomó algunas 
resoluciones y modificó algunas leyes que implicaron que la población de internos 
prácticamente se duplicara. Durante el período anterior, normalmente se atendía a más 
de trescientos gurises, pero a veces, producto de las fugas, se atendía a muchos menos. 
Actualmente estamos llegando a los setecientos, guarismo superado en alguna 
oportunidad. Asimismo, hay que tener en cuenta que la infraestructura edilicia 
prácticamente sigue siendo la misma. Por suerte se inauguró un nuevo centro, se han 
hecho modificaciones importantes en el Hogar Ser y en algunos otros centros de la 
Colonia Berro, y en Montevideo y se hicieron obras en los centros ubicados en la calle 
Burgues, pero todo esto sigue siendo insuficiente porque, reitero, la población a atender 
prácticamente se ha duplicado. 


Finalmente, queremos reafirmar algo que hemos remarcado muchas veces aquí: 
hay mil trescientos funcionarios en la institución y solo veintiséis procedimientos 
administrativos por presuntas prácticas que no se corresponden con las reglas 
establecidas. En algunos de esos veintiséis casos ya fue ejecutado el procedimiento 
administrativo, en ciertas ocasiones con sanción a los funcionarios y en otras con 
apertura de sumario o destitución. A su vez, hay cinco casos en los que presuntamente 
se pudo haber cometido algún delito y se están investigando a nivel de la Justicia Penal. 
Por lo tanto -como siempre hemos manejado desde el sindicato-, pretendemos que se 
den las garantías del debido proceso para todos los trabajadores, inclusive para aquellos 
que pudieron haber incurrido en prácticas inadecuadas. Debe quedar bien claro que 
nuestro sindicato no va a defender a ningún trabajador que incurra comprobadamente en 
malos tratos. También queremos descartar de plano -porque no está en nuestro 
conocimiento y, es más, podemos asegurarlo- que haya práctica sistemática de tortura o 
de malos tratos en ningún centro del Sistema Integral de Rehabilitación Penal 
Adolescente. 


Queremos reafirmar esto porque, luego del informe de la Institución Nacional de 
Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo -que nosotros respetamos aunque tengamos 
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algunas diferencias-, se ha sumado una serie de organizaciones de derechos humanos 
que plantean una situación diferente a la real y, a nuestro juicio, están viendo una película 
muy antigua, ya que, por suerte, la situación de nuestra institución ha cambiado y no 
respaldarla significaría autoflagelarnos, puesto que gran parte de esos cambios positivos 
ha sido producto del compromiso asumido por los trabajadores. 


SEÑORA BELLO.- Antes que nada agradezco la invitación y reafirmo lo que dijo el 
Presidente de nuestro sindicato 


Quiero hacer algunas aclaraciones. Por supuesto, estamos de acuerdo con que 
exista una Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo. 
Compartimos el informe pero consideramos que es un tanto parcial, ya que no menciona 
todo lo que está llevando adelante el Sirpa. 


Como dijo el señor José López, el Sirpa tiene varios programas, algunos muy 
innovadores, que han mejorado la calidad de vida de los gurises -sobre todo- y de los 
trabajadores, que hace unos años era bastante mala. Por ejemplo, uno de esos nuevos 
programas es el de Medidas Curativas, que se aplica a la salud de los gurises. Apenas 
ingresa el chiquilín, se le hace un diagnóstico y se va siguiendo todo lo que sucede con él 
a nivel de salud. También tenemos un programa de derivación y diagnóstico por el que, 
apenas ingresa, es diagnosticado por diferentes técnicos: psicólogos, maestros, 
asistentes sociales. En veinte días ese gurí está diagnosticado -cumpliendo estrictamente 
con lo que establece el Código- y no es derivado a cualquier centro donde exista una 
plaza libre -como sucedía hace unos años:-, sino al lugar donde mejor pueda desarrollarse 
mientras esté con nosotros, es decir con privación de libertad o medidas alternativas. 


Por otra parte, nos parece que en el informe falta algo que la sociedad uruguaya 
conoce mucho, porque importantes organizaciones sociales de este país como el PIT- 
CNT y la FEUU han mostrado y se han embanderado con el Programa de Inserción 
Social y Comunitaria. Para nosotros es relevante el dato de que en dicho informe no haya 
una sola línea con respecto a este programa, que ha mejorado la calidad de vida de los 
jóvenes y demuestra algo muy importante. En poco más de dos años han pasado por 
este Programa trescientos cuarenta adolescentes. Hemos entregado al Directorio del 
INAU y a la Comisión delegada del Sirpa -y lo ponemos a vuestra disposición- una 
evaluación firmada de cada uno de esos jóvenes con nombre, apellido, número de 
Cédula de Identidad, etcétera. No estamos hablando de algo que haya sido llevado 
adelante por algún sindicado sino de que cada una de las empresas públicas y privadas 
nos entregó la evaluación de cada joven. Eso significa muchísimo, y algunos dicen que 
esa carpeta vale oro, porque las empresas evaluaron el desempeño de estos 340 
adolescentes, de los cuales solo dos reincidieron. 


Además, hay que tener en cuenta que si alguno de estos adolescentes hubiera sido 
maltratado, indudablemente se lo hubiera comentado a un compañero de trabajo, porque 
para alguno de ellos podría llegar a ser rendidor en el sentido de que si dijera que es 
maltratado, ese otro trabajador podría denunciar la situación y el joven podría ser 
transferido a otro centro, quizá de mayor confianza. Eso no ha acontecido con ninguno de 
los trescientos cuarenta adolescentes, y tenemos la evaluación de las empresas que 
acreditan esto. 


También cabe destacar que ciento treinta de esos trescientos cuarenta adolescentes 
están trabajando con medidas y los Jueces nos están pidiendo que, desde el Programa 
de Inserción Social y Comunitaria, vayamos a las audiencias para presentar un proyecto 
de egreso. Les recuerdo que tenemos mil cien adolescentes en el sistema, seiscientos 
cuarenta privados de libertad y el resto con medidas alternativas. Desde hace unos 
meses a esta parte, ninguno de nuestros adolescentes puede egresar del Sistema sin un 
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proyecto individual de vida. Indudablemente, esto no sucedía hace unos años, y 
podríamos hablar de las mil quinientas fugas que llevaron al endurecimiento de las penas, 
con lo cual nuestro sindicato no estuvo de acuerdo. Hoy ni siquiera estamos en dos 
dígitos; es más, creo que este año no hubo fugas. Eso nos ha llevado a tener que trabajar 
con estos mil cien jóvenes, que deben egresar con algún proyecto individual. Esto tiene 
que ver con las políticas sociales, que han mejorado, porque no trabajamos solos sino 
que lo hacemos con una cuarta pata dentro de la institución y el resto afuera, y el afuera 
no ha salido a denunciar absolutamente nada. 


De manera que acordamos con buena parte del informe de la Institución Nacional de 
Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo, si bien nos parece parcial. Pero no 
podemos decir lo mismo de la declaración de Serpaj, avalada por alrededor de treinta 
ONG, simple y llanamente porque parte de la abolición de las cárceles, algo que no 
sucede en ningún país del mundo. Desde ese lugar, ya no podemos seguir discutiendo ni 
siquiera sobre el segundo punto, porque se está partiendo de una base que, como 
sociedad uruguaya y como parte del mundo, nos parece absolutamente ficticia. Cuando 
se habla de los malos tratos se generaliza la responsabilidad que en ello tienen todos los 
actores del sistema, es decir, todos los trabajadores. Con respecto a ese punto nos 
paramos firmemente, porque no podemos avalar la generalización sobre los malos tratos. 
Joselo López ya dio los datos relativos a las denuncias que se han llevado adelante, 
muchas de ellas penales, por parte de la institución. No podemos pensar que en esta 
institución no pasa nada; las cosas que pasan y se denuncian son llevadas adelante con 
los procedimientos adecuados. 


Además, se decía que este informe era reservado y, sin embargo, todos lo 
conocimos por la prensa. No estamos de acuerdo con ello; consideramos que es una 
situación grave. De alguna manera, nos sentimos muy involucrados en esto, y hace 
bastante tiempo que estamos tratando de llegar a la mayor parte de la población 
uruguaya, en distintas organizaciones, para contestar las diferentes preguntas que se nos 
hacen y tratar aclarar la situación. 


Muchas gracias. 


SEÑORA ANTÚNEZ.- Como sindicato, estamos sumamente preocupados por los 
derechos humanos. Cabe destacar -porque a veces parece que no se plantea en esos 
términos- que cuando se habla de los derechos humanos hay que tener en cuenta que 
los derechos de los trabajadores y de los gurises no son antagónicos. Esto es, si los 
trabajadores estamos bien, los gurises van a estar bien, y viceversa. Entonces, cuando 
hablamos de derechos humanos nos estamos refiriendo a los derechos de todos y todas. 


En este sentido, creemos que el informe de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos y Defensoría del Pueblo marca avances importantes en lo que tiene que ver 
son el Sirpa, pero ha contribuido, por omisión de determinadas cuestiones, a que surjan 
otro tipo de expresiones, por parte de diferentes organizaciones -por ejemplo, el informe 
de Serpaj, avalado por un montón de ONG, que vale la pena aclarar que trabajan dentro 
del sistema-, que son sumamente críticas y no aportan a lo que nosotros queremos, que 
tiene que ver con la desinstitucionalización real de los gurises. Y hablamos de 
desinstitucionalización porque partimos de la base de que el encierro, de por sí, es 
violento. Cuando se crea un sistema como el Sirpa, con un montón de programas que 
apuntan a que los gurises salgan, es porque se parte de la base de que cuando un gurí 
ingresa lo primero que hay que pensar es cómo va a egresar de ese sistema. Nos llama 
la atención que no se hable de esto en el informe, ni en las declaraciones posteriores y 
que no se haga mención a ningún avance en ese sentido. Creemos que si hay una 
organización de peso como el PIT- CNT detrás de estos proyectos es porque realmente 
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hay un compromiso para que las cosas se hagan bien. Esto tiene que ver con 
intencionalidades; luego, cada uno hará su lectura. 


Cabe destacar que desde la creación del Sirpa se viene avanzando en materia de 
derechos. En el año 2004 se aprobó el Código de la Niñez y la Adolescencia y fue muy 
difícil pasar del paradigma de la situación irregular, en la que el individuo era considerado 
un objeto sujeto de sanción, con un enfoque muy punitivo, al sistema de protección 
integral, es decir, a lo que la Convención marca y que luego, en nuestro país, el Código 
reafirma. La adaptación a una nueva legislación también implica un proceso que en 
instituciones como las carcelarias no puede darse de la noche a la mañana. 


A los trabajadores nos preocupa sobremanera que se generalice y que haya una 
especie de política de descrédito hacia nuestra labor. Estamos hablando de 1.300 
compañeros y de 26 investigaciones administrativas llevadas adelante, 5 en la órbita de la 
Justicia Penal. Hoy, hay entre 600 y 700 gurises en el sistema de privación de libertad, lo 
cual indica que la cifra se ha duplicado, y existen 400 o 500 jóvenes cumpliendo medidas 
alternativas. Estamos convencidos de que ha habido un avance y de que este es el 
camino a seguir. Como sindicato y como trabajadores organizados, con el compromiso 
que tenemos con la niñez y la adolescencia de nuestro país, no vamos a tolerar ningún 
tipo de maltratos o de tortura sistemática como de la que se está hablando. Nos parece 
muy grosero el planteo que se está haciendo, no específicamente el de la Institución 
Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo, pero sí todo lo que ha 
aparecido después de ese informe. Vamos a salir a contestar, porque creemos que en la 
defensa de los derechos de los trabajadores también se encuentra la defensa de los 
derechos de los gurises. 


Saludamos que nos hayan invitado a participar de esta instancia, porque creemos 
que es así como podremos construir un sistema más democrático y una intervención 
sobre la juventud o sobre la infancia de nuestro país que tienda a la protección integral y, 
por lo tanto, a la defensa acérrima de los derechos humanos de todos. 


Me parecía importante hacer hincapié en esto y ni que hablar en los 340 gurises 
que, en dos años, han salido con propuestas laborales educativas y con un 
acompañamiento muy cercano, con una reincidencia de solo dos chicos. Vale la pena 
aclarar esto: los números son contundentes. La respuesta efectiva es muy visible. Todo 
esto está justificadísimo. Nosotros vamos a seguir caminando por esta senda, que 
creemos es la más adecuada y la que realmente construye una institución más justa para 
todos. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Como decía el Presidente del sindicato, en otras instancias, en 
particular en la Legislatura pasada, era muy frecuente la presencia del sindicato en esta 
Comisión, sobre todo por problemas vinculados a un funcionamiento que ustedes dicen 
que ha cambiado. No voy a hacer historia porque la historia consta en las versiones 
taquigráficas de esta Comisión. Me parece que nuestra obligación -la de los que 
estuvimos en la Legislatura pasada y la de aquellos que se encuentran en la actual- es 
referirnos a los temas que nos convocan en el día de hoy y que creo que están muy bien 
resumidos en las intervenciones de los integrantes del sindicato. Independientemente de 
ello, en esta Comisión, conjuntamente con la Especial de Población y Desarrollo Social, 
hemos seguido la información que la Institución Nacional de Derechos Humanos y 
Defensoría del Pueblo ha presentado en este Parlamento, y en el día de mañana 
esperamos la presencia del Directorio del Sirpa. 
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Quiero decirles que para nosotros también fue una sorpresa enterarnos del 
contenido de ese informe a través de la prensa. Fuimos propulsores de la creación de la 
Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo, a la cual 
defendemos y seguiremos defendiendo, porque nos parece que es indispensable para la 
democracia que existan organismos de contralor, sobre todo en materia de derechos 
humanos. Así que eso está descontado 


Lo que sí queremos es tener una visión correcta de lo que puede contener o no ese 
informe -como bien se ha dicho acá-, ya que luego puede dar lugar a que no se discuta la 
realidad, sino sobre lo que piensan algunos de lo que dice ese informe. 


También tengo claro que ese informe no les llegó a los Directorios del INAU y del 
Sirpa de manera directa, sino que se enteraron por la prensa. 


En este punto quiero decir que cuando creamos la institución del Comisionado 
Parlamentario de cárceles enfrentamos alguna situación similar. Las dos leyes de 
creación de esas dos instituciones encargadas de controlar -que está buenísimo que 
controlen todo lo que sea necesario- aún no han sido reglamentadas. En este país es el 
Poder Ejecutivo el encargado de reglamentar las leyes, y este no ha reglamentado 
normas que, de alguna manera, lo controlan a él mismo. Tenemos una especie de debe 
allí, que hemos intentado laudar, inclusive, en la Legislatura anterior, con respecto a 
algunas cuestiones vinculadas con el funcionamiento de la institución del Comisionado 
Parlamentario, porque también nos pasó de tener noticia de los informes carcelarios a 
través de los medios de comunicación antes que en los ámbitos donde debíamos 
enterarnos. Aquí hay colegas Diputados que integraban la Comisión de Seguimiento 
Carcelario que podrán dar fe de que antes de ingresar a la sesión, los medios de 
comunicación nos preguntaron sobre un informe que íbamos a recibir en la propia 
Comisión y que, sin embargo, ya andaba dando vueltas por ahí. Eso no nos permitía, en 
primer lugar, tener una visión global de los hechos, que entiendo que es lo que 
corresponde en estos casos. Por supuesto que la palabra de los trabajadores tiene que 
estar, pero también se deben conocer las palabras de la autoridad a la cual refiere o debe 
referir el informe. 


En ese marco, intentaremos ver cómo podemos seguir funcionando para que estas 
cuestiones vayan mejorando. Porque la práctica también nos ayudó a que el 
relacionamiento institucional con el Comisionado Parlamentario -con la institución, no con 
la persona- se aceitara y, así, mejorar algunas cuestiones que no estaban reglamentadas 
y motivaban algunos cortocircuitos, como puede ser el caso de la información que 
mencionaba antes que, casualmente, es lo que sucede con este informe presentado por 
la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo. 


Para mí es muy interesante no solo poder escuchar hoy al sindicato, sino que, 
además, no vengan a plantearnos situaciones como las que nos llegaron a presentar. Yo 
recuerdo otra oportunidad en la que el Presidente del sindicato nos decía: "Vamos a 
entregar las llaves, porque la situación nos desborda". Inclusive, recuerdo una Comisión 
que se generó a nivel del Poder Ejecutivo, del Parlamento, del gremio y demás, para 
buscar la salida a una situación compleja que se había generado hace unos años. 


Por lo tanto, sin decir que nos encontramos en la situación óptima -porque nunca lo 
estamos-, hoy me congratulo de saber que el sindicato ha encontrado respuestas y 
coincidencias con las líneas que están manejando las autoridades del Sirpa y del INAU, 
en lo que creo que es el objetivo fundamental, que es todo lo que ustedes dijeron en su 
exposición y que yo no voy a repetir para ahorrarnos tiempo a todos. 
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Sí quiero decir que comparto muchos de los datos que han brindado, porque son 
oficiales. También comparto que en las instituciones siempre hay conductas que se 
desvían, pero estas no pueden ser las que generen un común denominador que involucre 
a todo un colectivo y a una institucionalidad que, a mi juicio, está mejorando su proceso 
de trabajo, no solo en lo que refiere a los derechos humanos, sino también a la inserción 
social, laboral y de proyectos de vida, como han mencionado. 


En principio, la intención de mi reflexión era señalar esto. Si revisamos las versiones 
taquigráficas de años atrás podremos constatar que la situación era altamente diferente. 
Inclusive, hubo momentos en los que existía una fuerte tensión debido a las situaciones 
creadas. Creo que se está avanzando. De acuerdo con la información que tengo -no sé si 
ustedes la podrán confirmar-, en esta época se estarían habilitando 108 plazas por un 
lado y 120 por otro, que van a mejorar la situación aunque, por supuesto, partimos de la 
base de que el encierro no es la solución, a pesar de que muchas veces es la última 
alternativa. No haremos ahora una exposición al respecto, pero me parece muy buena 
esa contención, esa colaboración, esa cooperación del PIT- CNT, de la FEUU, para 
conjugar una mirada común con respecto a la inserción. No quiero hablar de reinserción, 
porque ese famoso "re" siempre me complicó, así que lo voy a sacar; eso de reeducar, 
reinsertar, rehabilitar, no me termina de convencer. Pero sí es preciso decir que existe 
una especie de compromiso asumido naturalmente, porque el objetivo que se visualiza es 
el mismo. A mi juicio, eso está dando resultados y estos se ven en los números indicados, 
que hablan por sí solos. 


Además, el que han planteado recién es un tema que comparto en gran medida: al 
egresar, el afuera es importantísimo, porque, si es hostil, no ayuda. Hoy encontramos un 
afuera que, por un lado, presenta unas hostilidades brutales. Por ejemplo, en el día de 
ayer iba en un taxi y el señor conductor no tuvo mejor cosa que decir que hay que 
matarlos a todos y transformarlos en jabón. Así lo dijo, textualmente; por supuesto que 
ante eso, me bajé del coche. 


Pero, por otro lado, tenemos la posibilidad de conversar de que a los gurises con 
oportunidades -como dijo el Arzobispo Sturla- se les mejora la calidad de vida 
enormemente, algo que me parece que nos sitúa ante un cambio cualitativo más que 
importante, y yo lo quiero señalar. Bienvenidas son, entonces, estas instancias de 
intercambio que nos ayudan a ponernos al tanto, no porque individualmente no lo 
estemos los legisladores interesados en el tema, sino porque me parece importante que 
en una versión taquigráfica del Parlamento quede expresamente documentada una 
información que tiene valor, porque se institucionaliza y, además, porque va en la 
dirección de lo que, por lo menos a mi entender, es el paradigma de lo que hay que hacer 
con los gurises en este momento, como bien decía Tatiana. 


Así que esta vez me siento un tanto congratulada de que el gremio no haya venido a 
plantear cuestionamientos sobre ochenta mil cosas y reclamos -muchas veces, 
razonables y necesarios-, sino a exponer la visión que se tiene desde el sindicato sobre el 
trabajo que hay que hacer con los adolescentes que se encuentran privados de libertad o 
con medidas alternativas, y en una sintonía, no solo con la Dirección, sino nada más ni 
nada menos que con la central de trabajadores y con organizaciones que están 
colaborando con ese afuera que, a veces, es más complicado que el adentro. 


Así que muchas gracias por su concurrencia. 


SEÑOR NOVALES.- Obviamente que agradezco la presencia de los integrantes del 
Sindicato Unico de Trabajadores del Inau. 
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Me gustaría preguntarles sobre algo que ha quedado como sobrevolando. Claro que 
no podemos adivinarlo, pero me gustaría saber si el sindicato tiene alguna versión en 
cuanto a cuál podría ser sería la intencionalidad, no solo de la Institución Nacional de 
Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo, sino de las quince, veinte o treinta 
organizaciones -máxime en un momento de sensibilidad extraordinaria como el que 
estamos pasando-, para hacer un informe de este tenor que, realmente, ha provocado 
una alarma pública. 


Como acotación, digo que yo siempre he sido muy sensible a todo esto y, como 
integrante de la Comisión bicameral de seguimiento del sistema carcelario, pienso que no 
solamente hay que preocuparse -como muy bien dijeron- de los derechos humanos de las 
personas privadas de libertad, sino que también, y mucho, de aquellos que están a cargo 
de la vigilancia, que todos los días tienen que ir a trabajar y, muchas veces, son 
agredidos en sus derechos humanos. Por lo tanto, debemos tener ecuanimidad para 
juzgar las cosas. 


A su vez, lo que manifestó nuestra colega sobre los dichos del taximetrista, me hizo 
recordar que algunas de las instituciones que actúan en defensa de los menores acusan 
al Presidente del Sirpa por un exabrupto que tuvo en un programa de CX 14 "El 
Espectador", donde poco menos que pedía, accedía o era partidario de implementar la 
pena de muerte para los menores que reinciden en la delincuencia. Creo que eso hay que 
tomarlo como un exabrupto, de la misma manera que los dichos del taximetrista. En 
coincidencia con esa versión que se le adjudica al señor Villaverde, me parece que es un 
exabrupto y que no podemos concebir que en una civilización como la que tenemos hoy 
en nuestro país se pida la pena de muerte para los menores, o hacerlos jabón, como si 
estuviéramos en la peor época del nazismo. 


SEÑOR SALABERRY.- Es importante la pregunta, porque nos ayuda precisar. Yo 
creo que Joselo López fue muy claro, pero esto fue muy vertiginoso y, a veces, se 
confunde si fue la Institución Nacional de Derechos Humanos, o bien organizaciones que 
tienen como centro de su actividad la defensa de los derechos humanos, o muchas otras 
cosas. Fueron muy cruzadas y rápidas todas las versiones. 


La posición del sindicato sobre el informe de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos y Defensoría del Pueblo -no voy a ahondar, porque ya lo dijeron los 
compañeros- es que, bien leído, refleja una cantidad de avances en el sistema y otros 
puntos que nosotros compartimos. Que diga que hay hacinamiento nosotros no lo vamos 
a negar, porque fuimos los primeros en denunciarlo. Es más: hasta se intentó 
sancionarnos por hacer la denuncia. A raíz de varios factores, entre ellos el aumento de 
la duración de las penas o el establecimiento de un mínimo de un año, se produjo el 
impacto señalado por Joselo López, en cuanto a que se duplicó la población que se 
atiende prácticamente en las mismas instalaciones. 


Entonces, el hacinamiento existe y nosotros no lo vamos a negar. Lo que sí decimos 
es que, aún en ese escenario, la realidad demuestra, y el informe lo recoge parcialmente, 
que se logró disminuir las horas de encierro y el ocio compulsivo. Este programa de 
salidas laborales y de estudio es el que ha permitido que, en la inmensa mayoría de los 
servicios en todo el sistema, los adolescentes no pasen excesivas horas en sus celdas, si 
bien es algo que todavía se puede mejorar. 


Nuestra objeción al informe de la Institución Nacional de Derechos Humanos va por 
el lado de que da crédito o de alguna manera deja planteada la existencia de prácticas de 
tortura que no son investigadas, y eso nosotros lo rechazamos tajantemente. Nosotros 
decimos que todas las denuncias que se han formalizado, inclusive en la Justicia, o sea, 
en ámbitos externos al INAU y al Sirpa, se están investigando. Lo que sí ocurre, y ahí es 
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donde está la diferencia con la forma de elaboración del informe, y por eso hablamos de 
parcialidad, es que da por verdaderos o dice que realmente existieron hechos que 
denuncian otros actores del sistema, por ejemplo, algún funcionario que fue cesado en su 
contrato, o algunos familiares. Creo que aquí es importante hacerse una composición de 
lugar. 


Por ejemplo, uno de los centros más cuestionados vivía una situación de descontrol, 
mejor dicho: prácticamente, el establecimiento lo dirigían los internos. Se logró poner fin a 
esa situación, obviamente que sobre la base de un disciplinamiento, de establecer reglas 
y hacer que se respeten. La situación anterior favorecía a grupos de familiares vinculados 
al negocio del narcotráfico. Obviamente que la nueva situación de orden no los favorecía 
y, entonces, arreciaron denuncias de todo tipo sobre la nueva gestión. La calidad de vida 
de los adolescentes privados de libertad en ese centro anteriormente era insoportable y, 
como consecuencia de esa nueva gestión, mejoró notablemente. Eso está comprobado. 
Es decir: hacían sus necesidades en la celda, en bolsas de nylon, no un día, sino como 
práctica corriente; tenían muchas horas de encierro, y esa situación cambió radicalmente. 
Sin embargo, ahí fue donde comenzaron una serie de denuncias de todo tipo. 


Entonces, nosotros confrontamos respecto de la elaboración del informe en que 
toma solo una parte de las versiones, se saltea el procedimiento adecuado en este caso, 
que es esperar los resultados de la investigación administrativa, los sumarios que se 
deriven O la actuación de la Justicia penal, y previamente a cualquiera de esos 
pronunciamientos, anuncia que tal hecho existe o, lo que es peor, que tal hecho se 
encubre. Es ese aspecto del informe que nosotros no compartimos: en cómo se procesa 
la información. A partir de ahí, salen a la palestra una serie de organizaciones con un 
sesgo claramente político, porque colocan sobre la mesa un planteo político de remoción 
de autoridades, etcétera, englobado en un discurso confuso que convalida que existe una 
práctica sistemática de maltrato por parte de los trabajadores, algo con lo cual estamos 
absolutamente en contra y desmentimos. Esto, siempre dejando abierta la posibilidad de 
que, como en cualquier institución, puede ocurrir que un funcionario actúe fuera de los 
reglamentos. 


Ustedes saben que nosotros tenemos regulado el uso de la fuerza. Hay reglas 
internacionales que el Estado uruguayo ha aceptado y en los centros de privación de 
libertad, en algunas circunstancias, es necesario el uso de la fuerza, pero eso está 
habilitado, regulado y se marca la forma en que se debe proceder. Obviamente, se trata 
de hechos de violencia porque se usa la fuerza, pero dentro de un contexto regulado. 
Cualquier situación que escape a las reglas es investigada y, en todo caso, se sanciona, 
que es lo que Joselo López señalaba al informar que hay investigaciones en curso, que 
ha habido sanciones e, inclusive, destituciones. 


Para nosotros, la forma de abordar este aspecto de la cuestión es ceñirse a las 
reglas establecidas y que se cursen los procedimientos debidos. No se plantea en el 
informe de la Institución, pero en toda la andanada posterior que aparece, con algún 
reclamo político de por medio, sí es el centro de la cuestión. Sería especulativo calcular la 
intencionalidad que hay detrás de esto. Lo único que sabemos es que a nivel nacional se 
está debatiendo la política del Estado en materia criminal con respecto a la juventud y a la 
adolescencia. Hay muchos intereses en juego de todo tipo -políticos, económicos- y 
líneas de acción, que pueden tener adeptos, que pasan por la privatización de los 
sistemas penales, una práctica extendida en el mundo y también en América Latina. 


Como señalaba la compañera, hay organizaciones que ya están dentro del Sistema. 
Para nosotros es por lo menos llamativo este contraste entre una situación anterior muy 
desventajosa desde el punto de vista general, tanto de los adolescentes como de los 
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funcionarios, y esta que estamos viviendo, porque aunque si bien subsisten varios 
problemas se va en dirección de mejorar la calidad. Entonces, esta intervención tan 
vehemente nos llama la atención acerca de si, en el escenario político planteado en el 
país, la intencionalidad no será separar definitivamente la parte penal adolescente del 
INAU con intenciones ulteriores de tercerizarla. Podría ser una explicación, reitero 
especulativa, porque es difícil medir las intenciones ya que no aparecen expuestas 
claramente. 


En este momento nos parece artificial una campaña de esta naturaleza en cuanto a 
no reconocer los avances significativos en la gestión. El Sistema está en el mejor 
momento de calidad de atención de los últimos veinte años, pero leyendo los diarios 
parece que estamos en el peor momento. Para nosotros es llamativo pero, reitero, es 
difícil desentrañar las intencionalidades. 


Por otro lado, el informe de la Institución es claro, porque recoge muchos de estos 
avances, pero peca de parcialidad dando crédito a una situación que no existe, al decir 
que hay denuncias que no se investigan. En el INAU se investigan todas las denuncias 
que se presentan. En todo caso, cualquier persona puede presentarse a un Juzgado y 
denunciar para que se inicie la investigación. Entonces, que los medios de comunicación 
establezcan como el eje de la discusión que estas denuncias deben dirimirse en la 
Justicia o a través del proceso administrativo nos parece inadecuado y, obviamente, 
lesiona al conjunto de los trabajadores del sistema. 


SEÑORA MINETTI.- Agradecemos la presencia de la delegación. 


Quiero hacer una reflexión. No considero que este acontecimiento sea una alerta 
pública. Lo tomo como un manejo que con todo derecho -lo podemos compartir o no- 
puede ejercer la prensa en nuestro país. Hemos visto que ante un asesinato, se mata al 
sujeto treinta o cuarenta veces, porque la prensa lo pasa tres o cuatro veces al día 
durante diez días, por ejemplo. No sucede lo propio cuando en la Administración, en este 
caso con el Sirpa o el INAU, suceden cosas, porque pasan un flash y luego no se vuelve 
a reiterar. Somos ciudadanos de este país y sabemos cuáles son las reglas de juego y 
hay que respetarlas. Podemos no compartirlas -en este caso, las comparto-, pero hay que 
respetarlas. 


Tampoco comparto la totalidad del informe de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos y Defensoría del Pueblo. Respeto las potestades de la Institución creada por 
este Parlamento, pero coincido con la delegación en cuanto a que es muy parcial. Suelo 
aplicar el derecho que tiene un legislador de visitar las cárceles e ir a los centros del INAU 
o del Sirpa, porque hay ciertas cuestiones que me gusta ver. Comparto con la señora 
Diputada Payssé y todos los Diputados que estamos aquí el hecho de que nos enteramos 
del informe por la prensa, y quienes visitamos esos establecimientos sabemos que hay 
cosas que no están reflejadas. Digo esto con todo respeto porque defiendo al trabajador 
“toda mi vida he sido una trabajadora-, pero en todos los ámbitos existen deformaciones. 
No viene al caso, pero hace muchísimos años -tenía catorce- participé socialmente en 
una comisión de jóvenes del Consejo del Niño, en el Hogar San Ildefonso. Ustedes son 
más jóvenes que yo, pero si van a la historia tienen que saber que estaba en Villa García. 


SEÑOR LÓPEZ.- Ese Hogar existe. 


SEÑORA MINETTI.- Me crié en ese lugar y participaba con un grupo de jóvenes 
haciendo trabajos sociales con las personas internadas allí, porque es un tema que 
siempre me ha interesado. 


A lo que me refiero es que esas deformaciones existieron, existen y 
lamentablemente seguirán existiendo y nos va a costar erradicarlas, porque el ser 
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humano es así. Además, se crearon reglamentos, las Administraciones han cambiado 
poniendo coto a ciertas modalidades frecuentemente utilizadas, pero a veces hay 
personas que no resistimos esos cambios. Eso sucede en todos los ámbitos. Puede 
haber funcionarios que no resisten a esos cambios. Eso está pasando; ustedes lo dijeron. 


Ha habido un avance tremendo. Me consta que los jóvenes internados, no solo los 
privados de libertad sino también los internados por desamparo, están siendo tratados de 
otra forma, como lo que son: seres humanos, ciudadanos, parte de nuestro pueblo. Eso, 
si bien depende de la Administración de turno, también depende de los funcionarios, 
porque uno se puede recibir de médico, pero si no es su vocación, cuando visite a un 
enfermo seguramente llegará al mejor diagnóstico y aplicará la mejor medicación, pero 
puede hacerlo sin mirarlo a los ojos y sin saludarlo. Hay otra forma, que es llegando al 
enfermo como ser humano. Eso es lo que se está haciendo, reitero, tanto con las 
personas privadas de libertad del sistema carcelario como con las personas internadas en 
el Sirpa que, como ustedes dijeron, un gran porcentaje está privado de libertad. Si no 
queremos verlo es otro problema, pero se está haciendo. 


Reitero que hay cosas que no he escuchado, pero cada persona vive con su 
conciencia, como decía mi padre. Quienes hicieron esas declaraciones, no importa quién, 
tendrán que hacerse cargo. 


De acuerdo con lo que han expresado hoy en este ámbito, se desprende -por lo 
menos es lo que interpreto- que son partícipes de esos proyectos o programas que está 
haciendo la Administración. Eso quedó claro. 


Quisiera saber -es responsabilidad del sindicato- si están seguros de que cada 
denuncia de maltrato, de tortura, etcétera, es investigada, llegando a su fin a través de un 
procedimiento. Eso es lo que me interesa, porque voy al principio: siempre vamos a 
encontrar y seguiremos encontrando a personas que abusen de su poder. Lo importante 
es que el sistema trate de que eso no vuelva a suceder. Es imposible cambiar la cabeza a 
todo el mundo. Entonces, tratamos de concientizar, y esta es una forma de hacerlo. La 
señora Bello hizo referencia a tres programas importantísimos que existen en la 
Administración. Creo que cada funcionario tiene cierta madurez en cuanto a lo que 
significa aplicar estos programas y si quiere participar, participa y si no, no. 


SEÑOR LÓPEZ.- No le quepa la menor duda de que, ante cualquier denuncia que 
tenga un fundamento, se inician los procedimientos administrativos correspondientes, y si 
hay una presunción de delito se hace la denuncia penal. Esta es una pregunta más para 
la Administración que para nosotros, pero sabemos que es así. En muchos casos, ha sido 
el propio sindicato el que ha promovido denuncias que, inclusive, han terminado con 
funcionarios no solo destituidos sino presos. Que quede bien claro: nosotros no avalamos 
ningún tipo de práctica que desborde las reglas establecidas, pero sabemos que, muchas 
veces, trabajar en las condiciones en que lo hacen nuestros compañeros genera 
situaciones de violencia que no se pueden catalogar como prácticas de maltrato. 


Hay un maltrato institucional generalizado producto de que, muchas veces, las 
condiciones del lugar donde están los chiquilines no son las más adecuadas, si bien se 
ha venido mejorando en ese sentido. Todavía hay situaciones complejas: sigue habiendo 
hacinamiento; en algunos servicios la situación edilicia es muy complicada, y ha habido 
demora en las construcciones, en algunos casos justificada, ya que en La Tablada y en el 
Regimiento N* 9 podría haber enterramientos de desaparecidos. En otros casos, la 
construcción debería haber sido más rápida para poder soportar el incremento de los 
gurises que están en el Sistema, generado por la aplicación de la nueva ley. 
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El compañero Secretario General decía algunas cosas que es importante reafirmar: 
ciertas denuncias que están a nivel de la Justicia y que fueron promovidas por la 
institución fueron hechas por trabajadores que estuvieron en el organismo. La principal 
bandera reivindicativa del sindicato ha sido la estabilidad laboral y estamos orgullosos de 
que ningún trabajador ha cesado su contrato por una cuestión netamente contractual. Ha 
habido trabajadores a quienes no se les ha renovado el contrato porque su desempeño 
no ha sido adecuado. Gran parte de las denuncias que aparecen en los medios de 
comunicación han sido llevadas adelante por dos funcionarios que estuvieron en la 
institución y no vieron renovados sus contratos producto de que su accionar dejó mucho 
que desear, en algunos casos por maltrato y, en otros, por situaciones de 
desestabilización del sistema. 


Queremos dejar esto claro porque muchas veces aquellos que generan estas 
situaciones son funcionarios que la propia institución dejó de lado y el sindicato no 
accionó su estructura para defenderlos porque estábamos de acuerdo con que no debían 
seguir dentro del organismo. 


Reafirmamos que cada denuncia, incluso aquellas que podrían ser dudosas desde 
el punto de vista de quién las realiza, ha tenido un procedimiento administrativo en la 
institución y, en algún caso, se ha llegado a la denuncia penal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a hacer algunas preguntas, aunque seguramente la 
mayoría deberían ser respondidas por la Administración. 


Independientemente de las discrepancias y los acuerdos, celebro la valentía y la 
franqueza del sindicato al exponer en este ámbito una cantidad de situaciones a corregir. 
Recuerdo claramente que el señor José López señalaba en 2009: "Si a eso le sumamos 
que durante los cuatro años de esta Administración ya pasaron tres Gerencias, cinco 
Directores de División, más de diez Directores de Programa y cientos de Directores, 
Coordinadores Generales y Coordinadores de Turno, evidentemente, lo que queda 
demostrado es que ha habido una pésima gestión por parte de las autoridades, sobre 
todo en la parte de atención a los privados de libertad". 


Ese concepto, que fue muy franco y que yo valoré mucho en lo personal, daba una 
fotografía del momento y nos hace concluir en una pregunta. Hace años que se habla de 
que, como nunca en la historia, el INAU ha tenido los recursos económicos y humanos 
como para poder atender determinado número de situaciones, pero hay palabras que 
siguen presentes: hacinamiento, falta de atención sanitaria, inexistencia de un lugar 
adecuado y permanente para la atención sanitaria, problemas socioeducativos, 
insuficiencia de personal técnico y no técnico para atender esta área tan importante que 
tiende a la rehabilitación. Mi pregunta concreta es por qué, a juicio de los trabajadores, 
todavía siguen esas deficiencias, independientemente de los avances que, como ustedes 
señalaron, han existido y todos compartimos. 


También públicamente se han hecho denuncias sobre presuntos malos tratos. 
Recuerdo que en un canal local de mi departamento vi el video de una golpiza a un joven, 
proporcionada por un funcionario, que causaba preocupación. Había sido registrado con 
un celular. Mi pregunta es por qué quien filmó no detuvo al funcionario que, por las 
razones que fuera, estaba participando en esa agresión tan dura, según mostraban las 
imágenes. ¿Cuál es el protocolo que autoridades y trabajadores han diseñado para frenar 
una actitud de este tipo? 


Mi tercera pregunta tiene que ver con los recursos humanos. ¿El sindicato considera 
que hay un número adecuado de funcionarios técnicos y no técnicos para dar cabida a 
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las medidas socioeducativas, que quizá sean lo más importante y necesario de todo 
esto? 


Finalmente, quiero recordar las palabras que una de las integrantes de la Institución 
Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo formuló en su visita a una 
Comisión de este Parlamento. En relación con el maltrato decía: "No se trata solo de esa 
situación" -venía hablando de un hecho puntual- "la historia se repite, los cuentos son los 
mismos. Ahora los padres que venían a denunciar nos mandaron una carta que nos 
causó profunda desazón porque nos plantean que no van a venir más porque cada vez 
que hacen denuncias, cuando nosotros vamos al lugar a los chicos les pegan. Entonces, 
para nosotros esa es una carga muy pesada". 


Queremos conocer vuestra opinión sobre estas opiniones que se formularon en el 
Parlamento. 


SEÑOR LÓPEZ.- A cuenta de lo que puedan complementar mis compañeros, voy a 
tratar de responder las preguntas. 


En cuanto a por qué sigue habiendo deficiencias, creo que esto sucede porque en 
determinado momento hubo una situación de caos institucional. Nosotros planteamos 
algunas cuestiones y el señor Presidente de la Comisión decía que lo hacíamos con 
responsabilidad. Con esa misma responsabilidad ahora nos referimos a los avances que 
ha habido en el Sistema. En determinado momento la situación era muy complicada 
desde todo punto de vista: problemas de infraestructura edilicia, falta de personal, falta de 
políticas institucionales y una pésima gestión de las autoridades. Nosotros denunciamos 
esa situación. De la misma manera que hicimos esa denuncia, ahora planteamos que 
hemos advertido un cambio que no dudamos en catalogar como revolucionario, en 
función de que ha sido un cambio muy brusco en un período muy corto. 


Sigue habiendo deficiencias porque partimos desde muy abajo. Se podría hacer un 
paralelismo entre esta situación y la lucha por nuestro salario: hemos tenido importantes 
incrementos salariales, pero seguimos ganando muy poco porque partimos desde muy 
abajo. Del mismo modo, se generó un avance concreto pero todavía hay deficiencias en 
función de que no se ha concretado el plan de obras. Creemos que cuando se concrete la 
situación será mucho mejor que la actual que, a su vez, es mejor que la anterior. Ya se 
inauguró uno de los centros en la calle General Flores a la altura de Bulevar Artigas, las 
obras en el Regimiento N* 9 están avanzadas y hay algunas obras para inaugurar dentro 
de la Colonia Berro, como los centros Granja y 25 de Agosto, pero ha habido un retraso 
importante por lo que no se ha podido acompasar el crecimiento de la población 
internada. 


Con respecto a la filmación de la golpiza, quien la presentó fue, precisamente, uno 
de los dos funcionarios de los que hablamos al comienzo. No tenemos empacho en decir 
que ese funcionario ofreció la filmación al sindicato -lo denunciamos en el Directorio del 
Instituto- a cambio de que no se le cesara el contrato. Le dijimos que hiciera todas las 
denuncias que tuviera para hacer. No transamos de ninguna manera con ese tipo de 
práctica. Nosotros vimos la filmación. Muestra una situación bastante particular, pero no 
se divisa claramente dónde se produjo el hecho. La pregunta que surge es la que 
planteaba el señor Presidente de la Comisión: si un funcionario tiene la posibilidad de 
filmar una situación de esas características, ¿por qué no actúa? ¿Por qué espera 
prácticamente un año para hacer la denuncia? Eso es lo que sucedió con respecto a esa 
situación particular. 


En cuanto a la cantidad de recursos humanos, es verdad que hubo un ingreso 
importante de personal -de hecho, pasamos de seiscientos a mil trescientos cuarenta 


sia 


funcionarios-, pero también ha habido un incremento de las actividades. En el Centro Ser 
hay noventa chiquilines, de los cuales más de cincuenta van al liceo todos los días, de 
lunes a viernes, dentro de la Colonia Berro, por supuesto, con las medidas de seguridad 
correspondientes. La movilización de todos esos jóvenes de un lugar a otro todos los 
días, más los movimientos hacia los Juzgados y el control del resto de los chiquilines que 
quedan en el Centro realizando otras actividades, hacen que siga existiendo un déficit de 
personal de atención directa. De hecho, acaban de ingresar al Instituto cuarenta y siete 
nuevos funcionarios. Asimismo, se ha reforzado la atención a través de una modalidad 
que nosotros cuestionamos, pero que tampoco queremos bombardear porque es la 
posibilidad más concreta de ingreso a la institución para poder sostener una serie de 
actividades. Me refiero al contrato de recreador. Esto permite, por lo menos, tener más 
personas para atender a los chiquilines en diferentes actividades. 


En lo que respecta al personal de atención directa y al personal técnico, creemos 
que sigue habiendo un déficit que esperamos pueda corregirse en el próximo 
Presupuesto Nacional. 


En lo que tiene que ver con las expresiones de los padres y de los chiquilines, gran 
parte del informe de la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del 
Pueblo está basado en testimonios de algunos gurises privados de libertad y de sus 
padres. Esto es lo que nos hace catalogar el informe como parcial, porque a los 
operadores que están todos los días en la institución no se les hizo preguntas concretas. 
Ayer tuvimos una asamblea en la que había más de doscientos compañeros. Les 
preguntamos si la Institución Nacional de Derechos Humanos los había contactado para 
hacerles alguna pregunta concreta, a lo que respondieron que no. Entonces, estos 
informes o manifestaciones están basados solo en las expresiones de algunos chiquilines 
que están privados de libertad. Obviamente, nadie está conforme si está privado de 
libertad, y puede decir determinadas cosas que suceden y determinadas cosas que capaz 
que no suceden. Por supuesto, nosotros respetamos las expresiones tanto de los gurises 
como de sus familiares, pero si no se tiene en cuenta un espectro mayor, de modo de 
poder escuchar todas las campanas, creemos que el informe es demasiado parcializado y 
muchas veces no refleja la realidad, por lo menos de lo que nosotros entendemos sucede 
en los diferentes centros. 


Es una situación con la cual estamos acostumbrados a convivir. No tenemos más 
remedio que respetar esas expresiones, porque está claro que tanto los familiares como 
los gurises tienen los mismos derechos que nosotros a hacer sus planteos oO 
manifestaciones respecto a la situación que están viviendo. Evidentemente, esto puede 
llegar a complicar cuando no se tiene en cuenta el espectro general ni se habla con todas 
las partes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero aclarar que, cuando me tocó tomar la iniciativa de 
esta invitación, lo hice también teniendo en cuenta expresiones en el sentido de que 
muchas veces se escuchaba una sola campana. 


Creo que esta ha sido una importante oportunidad para conversar sobre el tema en 
la forma generalizada en la que lo hemos hecho. 


Agradecemos la presencia de los representantes del Sindicato del INAU en esta 
Comisión. 

SEÑOR LÓPEZ.- Los agradecidos somos nosotros. 

(Se retiran de Sala los representantes del Sindicato del INAU) 


(Ingresa a Sala el señor Óscar Piquinela) 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Damos la bienvenida al señor Jefe del Departamento de 
Relaciones Internacionales, Oscar Piquinela, para abordar el Seminario para 
parlamentarios de América Latina organizado por la Unión Interparlamentaria y la 
Asamblea General del Poder Legislativo de Uruguay, en colaboración con la Oficina de 
Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos. 


SEÑOR PIQUINELA.- La Unión Interparlamentaria viene realizando esta tarea 
desde el año pasado y cuenta con el mayor interés por parte de Naciones Unidas. 


A partir del 29 de mayo de 2013, cuando el Consejo de Derechos Humanos pidió 
colaboración a los Parlamentos del mundo para interiorizar a los parlamentarios sobre 
esta actividad y comprometerlos para que estén más cerca de las decisiones del Poder 
Ejecutivo, comenzó a funcionar esta iniciativa. Este año UIP consiguió fondos de un 
organismo internacional y decidió informar a las diferentes regiones del mundo -seis, de 
acuerdo con su división- de esta actividad. La primera reunión fue en Rumania, para los 
países de Europa del este. La segunda será en América y ellos pidieron expresamente 
que se hiciera en Uruguay. Existía cierta reticencia, ya que es un año difícil para ustedes, 
pero como insistieron tanto, el Presidente Astori decidió que se realizara aquí. Estamos 
convocando a todos los países de América Latina, y ahora se han agregado algunos del 
Caribe, como Belice y Haití, por pedido especial de Naciones Unidas. Aún tenemos que 
solucionar cómo se realiza la traducción, pero es importante que esos países tengan 
interés en estar presentes. 


La propuesta de realizar la reunión en nuestro país se debe a varios motivos. Entre 
ellos la rendición de cuentas -ustedes y la señora Diputada que integró la delegación 
oficial en oportunidad de rendir cuentas este año saben a qué me refiero- y la Presidencia 
que Uruguay desarrolló en el Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas a 
cargo de la Embajadora Laura Dupuy, quien hizo muy buen trabajo. 


Hemos comenzado a trabajar en este tema, que es un poco ajeno para nosotros, 
pero que ustedes dominan. He distribuido un programa preliminar -no voy a explicar el 
objetivo porque ya lo conocen-, en el que solamente hemos llenado -lo hacemos de 
común acuerdo con UIP, en Ginebra, y Naciones Unidas- las dos puntas. La sesión de 
apertura estará a cargo del señor Presidente de la Asamblea General, Danilo Astori, y de 
la señora Ivonne Passada, en su calidad de Vicepresidenta del Comité Ejecutivo de la 
Unión Interparlamentaria; oportunamente se designará el relator o relatora; el cierre 
estará a cargo del señor Ministro de Relaciones Exteriores y el saludo final lo hará el 
señor Presidente de nuestra Cámara de Representantes. 


El responsable de este programa en UIP me planteó que tenemos oportunidad de 
integrar personalidades uruguayas al seminario; inclusive, ayer me pidió que 
incluyéramos alguna autoridad del Poder Ejecutivo. Me pareció lógico hablar con el señor 
Guerrero que presidió la delegación que concurrió a Naciones Unidas; aún está pendiente 
reunirnos para planteárselo. 


Asimismo, ayer mantuvimos una conversación con el señor Garcé, que también 
integró la delegación oficial y tendrá un espacio durante estos dos días. 


Ellos me propusieron -están abiertos a escuchar las modificaciones que ustedes 
entiendan pertinentes, ya que serán los principales actores en representación de 
Uruguay- que invitara a la señora Mónica Xavier, porque integró CEDAW y fue Presidenta 
del Comité de Derechos de las Mujeres en la UIP para todo el mundo, durante muchos 
años. 


Hoy de mañana me reuní con otra Comisión y el señor Diputado Michelini se mostró 
muy interesado en participar; él integra una Comisión parecida a esta. 


ls 


Hace dos días que han sido enviadas las invitaciones desde Ginebra. Nosotros 
vamos a enviarlas desde Uruguay, a través del Correo y de DHL; también haremos 
llamadas telefónicas. Invitaremos cuatro parlamentarios por país; esperamos encontrar 
buena receptividad. Les pedimos que nos hagan saber si ustedes tienen vínculos con 
parlamentarios, especialistas o personas que puedan ser importantes en esta reunión. La 
UIP podría financiar los pasajes de legisladores o panelistas de alto nivel que no puedan 
pagar su viaje. Estamos a las órdenes para que nos sugieran nombres de especialistas 
que conozcan. 


A pedido del Presidente Astori se decidió que el encuentro se realizara en el 
Radisson Victoria Plaza, para que se pueda realizar la mayor cantidad posible de 
actividades y aprovechar el tiempo. No conocerán el Palacio Legislativo, pero no 
podemos hacer todo. Se pretendía que el seminario durara tres días, pero es difícil para 
casi todos los Parlamentos de América. Eliminamos un par de temas y se llevará a cabo 
en dos días. Las reuniones y los almuerzos se realizarán en el Radisson; dejamos las 
noches libres, prácticamente porque suponemos que estarán cansados. Cuando se 
organizó una reunión en Bolivia, que se hizo con mucha dificultad, el Parlamento invitó a 
una cena y no fue ningún parlamentario; fue horrible. Entonces, estamos tratando de 
dejar libres las noches, porque creo que les viene bien a los parlamentarios y a nosotros 
nos facilita las cosas, más que nada por los costos. Se está viendo que la Cancillería 
haga una pequeña recepción en su sede, pero no hay nada confirmado. 


Esto es todo lo que hemos hecho hasta el momento. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Quiero felicitar el hecho de que nuestro país sea la sede de tan 
importante evento y, por supuesto, el trabajo del señor Piquinela, ya que nos consta que 
ha tenido mucho que ver en esto. 


Asimismo, comprometo la participación de esta parlamentaria, que tuvo el honor de 
ser designada por la Cámara de Representantes para concurrir a una experiencia 
extraordinaria como es la presentación del EPU, no como integrante de la delegación, 
sino acompañándola en nombre de todo el Parlamento. Por lo tanto, es muy bueno poder 
repicarlo en nuestro país, en un evento de semejantes características. Me parece más 
que bueno y me comprometo personalmente para colaborar en todo lo que esté a mi 
alcance, independientemente de lo que pueda ayudar la Comisión. 


El EPU es una experiencia nueva que está teniendo mucho éxito. Si analizamos la 
cantidad de países que concurrieron e hicieron recomendaciones y la de los que 
intervinieron en la última sesión, vemos que se duplicó, por eso se multiplicaron las 
recomendaciones. Este ámbito, a mi juicio, está generando instancias muy importantes 
en materia de derechos humanos. Además, tiene una dinámica -que se explicará en su 
momento- que genera un intercambio positivo entre los países. Se hacen 
recomendaciones y preguntas previas, hay días para negociar, para entender lo que se 
quiso decir o no debido al idioma; los países tienen la posibilidad de aceptar las 
recomendaciones o no -de acuerdo a la política de cada Gobierno y de cada país- y de 
poder introducir alguna adenda, si se desprende del informe final del Consejo. 


Por lo tanto, me parece que la experiencia del EPU es más que buena. En ese 
sentido, sugerí la posibilidad de que venga la delegación a la Comisión -todavía no lo 
hemos logrado- para que expliquen y dar vuelo al significado de esto. 


Algo que me parece importante es que al EPU se va con un informe país que se 
trabajó durante más de un año en el caso de Uruguay, no solo desde el Poder Ejecutivo, 
sino desde los Poderes Legislativo y Judicial, y con la participación muy fuerte de la 
sociedad civil, con la que tuvimos acuerdos y algunas discrepancias, que fueron 
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planteadas en el EPU. Además, aquí se trabajó mucho con ayuda de Naciones Unidas, 
ya que la experiencia nos indica que muchas veces en el EPU los países preguntan más 
por el informe de la sociedad civil que por el del Estado. 


Creo que es muy bueno que seamos sede de un evento de tamaña jerarquía y 
estamos a la orden para lo que podamos colaborar individualmente y como parte de la 
Comisión. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Es muy difícil para mí complementar lo que dijo la señora 
Diputada Payssé, ya que comparto totalmente sus palabras. 


Quiero reconocer y dejar constancia en la versión taquigráfica que la magnitud e 
importancia de estos eventos no solo enorgullecen a esta Comisión, al Parlamento y a la 
Asamblea General, sino también a todo el país. 


Además, quiero dejar constancia de que esto no se da por arte de magia. La 
insistencia de que la sede sea Uruguay se debe a que hay un cimiento muy fuerte de 
todos los funcionarios y actores que participan en esto. Creo que no existe una primacía 
entre los Senadores, Diputados o funcionarios, sino que se trata de un equipo. Destaco el 
trabajo del equipo, junto con las Secretarias, radiotécnicos, taquígrafos, etcétera. En 
definitiva, sea con la Unión Interparlamentaria, el Parlatino, etcétera, debemos destacar el 
fortalecimiento de nuestro posicionamiento como país. 


Por lo tanto, reitero el compromiso de esta Comisión para estar a la orden y 
colaborar. Además, quiero felicitar al señor Piquinela en su labor y decirle que esta 
Comisión es también su casa. 


SEÑOR PIQUINELA.- Gracias, Presidente. 


De antemano sabía que contábamos con todo el apoyo. Vamos a tener una serie de 
reuniones previas con los integrantes de la Comisión y en la estructura del programa 
ocuparán un espacio interesante. Me pueden sugerir en qué espacio piensan que pueden 
ser más útiles. Cuando esté más definido quiénes figuraran como panelistas que vienen 
del exterior, que seguramente será la semana que viene, nos podemos reunir para 
trabajar sobre el programa. Pido a los legisladores que todas las sugerencias que tengan 
nos las hagan saber para que las pueda transmitir a Ginebra y discutirlas. Ellos le dan 
una importancia muy alta a este evento, porque genera una mayor presencia mundial a la 
UIP y es fruto del esfuerzo de todos los parlamentarios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias. 
No habiendo más asuntos, se levanta la reunión. 


